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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 
 

 Compareció ante nosotros Allied Waste of Ponce, Inc. (Allied, 

peticionaria o Compañía) y solicitó la revocación de la Sentencia 

dictada el 12 de junio de 2018 por el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI o tribunal primario), Sala de San Juan. Mediante el referido 

dictamen, el TPI confirmó un Laudo de Arbitraje emitido por el 

Negociado de Conciliación y Arbitraje del Departamento del Trabajo 

y Recursos Humanos de Puerto Rico (Negociado) a favor de la Unión 

de la Central General de Trabajadores (Unión o recurrido) que 

representó al Sr. Heriberto Galarza Rodríguez (señor Galarza). 

Veamos. 

I.  

Por hechos ocurridos el 20 de octubre de 2014, Allied despidió 

al señor Galarza el 24 de octubre de 2014 por alegada negligencia 

en el manejo del equipo de la Compañía y dañar maliciosamente 

propiedad de la misma, al amparo del Convenio suscrito con la 

Unión de Tronquistas de Puerto Rico, Local 901. 
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En desacuerdo, la Unión, en representación del señor Galarza, 

presentó una querella ante el Negociado por entender que el despido 

fue injustificado. Superado los incidentes procesales de rigor, el 

árbitro celebró una vista. La prueba consistió en el testimonio del 

Sr. Juan Sierra Benítez (señor Sierra) y el propio querellante. Para 

una mejor comprensión del recurso ante nos, a continuación, 

resumimos los testimonios vertidos ante el árbitro.  

El señor Sierra indicó ser el Gerente de la División de Republic 

Services, antes llamada Allied Waste, para el área sur de Puerto 

Rico.1 El testigo manifestó que es el responsable de los vertederos 

de Ponce y Salinas, además de las operaciones diarias de los 

camiones de la Compañía.2 Relató que esa mañana se le pidió al 

señor Galarza que apilara un material que estaban excavando que 

sería la tierra del material de cubierta al final de la operación.3 

Sostuvo que en cambio, el señor Galarza impactó una piedra o un 

objeto contundente con la máquina y que esa no era la tarea que se 

le había asignado. Indicó que al ser una rotura poco común, Allied 

tuvo que ordenar una nueva pieza al fabricante en Estados Unidos.4 

Ello, provocó que el equipo estuviese sin utilizar por más de una 

semana.5 Enfatizó que la pieza que resultó rota no se ha roto antes 

o después del incidente del señor Galarza.6 El testigo explicó que ese 

día, el señor Galarza estaba en desacuerdo con la determinación de 

la Compañía de asignarlo a trabajar en Ponce, por lo que le 

entregaron las instrucciones de sus tareas por escrito.7 Manifestó 

que aproximadamente una hora después de comenzar a trabajar, el 

supervisor se percató que el señor Galarza estaba trabajando con 

                                                 
1 Transcripción, página 7. 
2 Íd., pág. 7. 
3 Íd., pág.15. 
4 Íd., pág.16. 
5 Íd., pág.17. 
6 Íd., pág. 17. 
7 Íd., pág. 19. 
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una máquina distinta a la que tenía asignada y le preguntó la razón 

de ello. El señor Galarza en ese momento explicó que la que le 

habían asignado se había roto.8 

Durante el contrainterrogatorio, el testigo admitió no haber 

presentado un informe sobre los hallazgos de su investigación. De 

igual forma, admitió que la carta que le entregaron al empleado, no 

indica que el señor Galarza estaba siendo suspendido.9 A preguntas 

del abogado de la Unión, el testigo indicó que no estaba en el área 

en el momento en que ocurrió el accidente10 y expresó que en el área 

en la que el señor Galarza estaba asignado a trabajar, solía haber 

piedra caliche. También manifestó que nunca se le había hecho 

señalamiento alguno al señor Galarza por negligencia en el uso del 

equipo.11 El testigo explicó que cuando se le preguntó sobre el 

incidente al señor Galarza, este explicó que la máquina se rompió 

mientras el realizaba su trabajo ordinario.12  Con el testimonio del 

señor Sierra, la carta anunciando la investigación, la carta de 

despido y el Convenio, Allied dio el caso por sometido.  

Por su parte, la Unión presentó el testimonio del señor 

Galarza, quien expresó que es operador de equipo pesado hace 38 

años y estaba en esos momentos desempleado.13 Relató que empezó 

a trabajar con la Compañía en diciembre de 201214 y cobraba 

$14.50 por hora, haciendo todo lo relacionado con el movimiento del 

proyecto del “landfield”.15 El testigo indicó que el 20 de octubre de 

2014 llegó al vertedero de Ponce aproximadamente a las 8 de la 

mañana. Luego de un tiempo, ponchó y se dirigió a la oficina de 

Oscar Silvagnoli, supervisor del área del “field” y encargado de darle 

                                                 
8 Íd., pág.20. 
9 Íd., pág.24. 
10 Íd., pág.24. 
11 Íd., pág.25. 
12 Íd., pág. 29. 
13 Íd., pág.30. 
14 Íd., pág.33. 
15 Íd., pág.33. 



 
 

 
KLCE201800957 

 

 

4 

las instrucciones de sus tareas. Luego de recibirlas, se dirigió a 

hacer la verificación que se hace diariamente al equipo en el área de 

estacionamiento de las máquinas.16 Al terminar, se dirigió al área 

que se le había asignado, la cual describió como una rocosa.17 

Explicó que en el área habían roto las piedras con otra máquina.  A 

preguntas de su abogado, indicó que su tarea era sacar la piedra,18 

y que mientras trabajaba, escuchó un ruido extraño y se detuvo. Se 

bajó de la máquina y se comunicó con Marrero, el mecánico de 

turno.19 Por instrucciones del mecánico, llevó la máquina al área del 

taller de mecánica de la Compañía.20 Adujo que en ese momento le 

entregaron una carta y le informaron que harían una investigación. 

Aseguró que trabajó los próximos días21 hasta el 24 de octubre de 

2018 que lo despidieron. 

Como parte del contrainterrogatorio el querellado explicó que 

el patrono impartía instrucciones por escrito a los empleados si se 

encontraban fuera del área de ese proyecto por un tiempo. En su 

caso, recibió la referida carta porque llevaba dos meses trabajando 

en el Vertedero de Salinas.22 Manifestó que luego de recibir las 

instrucciones, comenzó a trabajar en el área asignado23 y en el 

momento en que escuchó un ruido, detuvo la máquina.24 El testigo 

indicó que cuando escuchó el ruido no habían pasado ni quince 

minutos de haber iniciado el trabajo.25 A preguntas del abogado de 

Allied, expresó que cuando se está trabajando en un área rocosa, se 

rompen muy a menudo los equipos. Incluso, testificó que le ha 

pasado en otras áreas rocosas, incluyendo trabajos realizados con 

                                                 
16 Íd., págs.36-39. 
17 Íd., pág.39. 
18 Íd., pág.41. 
19 Íd., pág.42. 
20 Íd., pág.43. 
21 Íd., pág.45-46. 
22 Íd., pág.47. 
23 Íd., pág.48. 
24 Íd., pág. 49. 
25 Íd., pág.50. 
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equipos nuevos.26 Finalmente, expresó que la máquina se usa 

precisamente para empujar piedras.27 Durante su redirecto, el señor 

Galarza aclaró que no es él quien decide el equipo que deberá utilizar 

para realizar el trabajo asignado.28 

Evaluada la prueba testifical, así como el Convenio, las cartas 

entregadas al señor Galarza y el derecho aplicable, el Árbitro emitió 

el laudo de arbitraje.  Concluyó que la Compañía “no sostuvo el peso 

de la prueba en cuanto a las imputaciones de negligencia en el 

manejo de equipo y dañar maliciosamente la propiedad de la 

Compañía”,29 por lo que determinó que el despido estuvo 

injustificado. En consecuencia, ordenó la reposición del señor 

Galarza en su puesto y el pago de todos los haberes dejados de 

devengar. 

Insatisfecho con el laudo, Allied instó una Demanda sobre 

impugnación de laudo ante el TPI y señaló que erró el Negociado al: 

(1) determinar que Allied no sostuvo el peso de la prueba en cuanto 

a las imputaciones de negligencia en el manejo de equipo y dañar 

maliciosamente propiedad de la Compañía; (2) resolver que el 

despido del señor Galarza no estuvo justificado; y (3) ordenar la 

reposición del señor Galarza en su puesto en la Compañía y todos 

los haberes dejados de devengar. Ponderado lo anterior, el tribunal 

primario concluyó que Allied no logró derrotar la presunción a favor 

de que el despido había sido injustificado, por lo que declaró No Ha 

Lugar la revisión solicitada.  

Inconforme con el resultado, Allied acudió ante nosotros 

mediante Certiorari y formuló cinco señalamientos de error, a saber:  

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al determinar que el Árbitro fundamentó cada 

conclusión de su determinación conforme a la prueba 

                                                 
26 Íd., pág.52. 
27 Íd., pág.55. 
28 Íd., pág.56. 
29 Laudo, página 6. 
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presentada, el Convenio Colectivo, la credibilidad 

merecida por los testigos y el derecho aplicable. 

 

2. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al resolver que “el laudo…, está debidamente 

fundamentado” y que “no se ha demostrado que el 

Árbitro haya incurrido en parcialidad o error manifiesto 

en la apreciación de la prueba; por lo que su 

determinación merece la deferencia de este Tribunal”. 

 

3. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al resolver que el Laudo impugnado se ajusta a derecho. 

 
4. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al resolver que el Árbitro concluyó correctamente que la 

Peticionaria no cumplió con el peso de la prueba. 

 

5. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al confirmar el Laudo emitido por el Árbitro Benjamín 

J. Marsh Kennerley el 2 de abril de 2018 en el Caso A-

15-2155, determinando que el despido del Querellante 

no estuvo justificado y ordenando reposición en su 

puesto y todos los haberes dejados de devengar. 

 

En su recurso, la peticionaria adujo que el tribunal primario, 

al igual que el Árbitro, incluyó determinaciones de hechos que no se 

sustentan en la prueba presentada en la vista, por lo que planteó 

que los foros recurridos cometieron error manifiesto en su 

apreciación de la prueba. Sostuvo que en ausencia de 

cuestionamientos a la credibilidad del testimonio presentado por 

Allied, se evidenció la negligencia y el daño creado maliciosamente 

por el señor Galarza. Finalmente, impugnó que se le haya concedido 

como remedio la reposición en el empleo, más el pago de los haberes 

dejados de devengar sin haber presentado evidencia alguna de la 

pérdida de ingresos. 

Examinado el recurso, le concedimos un término a la parte 

recurrida para exponer su posición. Mediante escrito intitulado 

Alegato en Cumplimiento de Orden de Mostrar Causa y Oposición a 

Expedición de Certiorari presentado el 4 de septiembre de 2018, 

compareció la Unión. En su escrito, enfatizó que a pesar de que 
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Allied sostuvo que tenía el resultado de una investigación, optó por 

no presentarla y limitarse a presentar el testimonio de su 

representante respecto a ello. En cuanto al remedio concedido, 

expresó que el remedio fue correcto conforme al Convenio y la 

sumisión de las partes.  

 Hemos revisado cuidadosamente la totalidad del expediente, 

así como de la transcripción de la vista, por lo que procedemos a 

resolver.  

II.  

A. Revisiones de Laudos de Arbitraje  

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional 

disponible para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y 

ordenes interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  En particular, la Regla 

32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 32(D), establece que el recurso de certiorari es el vehículo 

procesal para revisar las resoluciones, órdenes o sentencias finales 

de un laudo de arbitraje del Tribunal de Primera Instancia.  

B. Los convenios colectivos y la revisión de los laudos de 

arbitraje  

En Puerto Rico, la negociación colectiva reviste un gran 

interés público, y se ha defendido por ser un medio eficaz y directo 

para promover la estabilidad y paz industrial. Ceferino Pérez v. 

Autoridad de Fuentes Fluviales, 87 DPR 118 (1963). El convenio 

colectivo es consistente con el principio de la libertad de 

contratación y, por lo tanto, una vez las partes prestan su 

consentimiento, éste se convierte en la ley entre las partes. D. 

Fernández y C. Romany, Derecho Laboral, Tomo II, República 

Dominicana, Ed. Universidad de Puerto Rico, 1987, pág. 1030; 

Ceferino Pérez v. Autoridad de Fuentes Fluviales, supra, pág. 122. 
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Sin embargo, todo acto que goza del principio de la libertad en la 

contratación no puede contravenir las leyes ni la Constitución. Íd.  

La Secc. 17 del Art. II de la Constitución del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, (1 LPRA Tomo 1), permite a los trabajadores de las 

empresas privadas, y a aquellas instrumentalidades del gobierno 

que operan como empresas privadas, el derecho a organizarse y 

negociar colectivamente con el propósito de promover su bienestar. 

Los convenios colectivos son contratos regidos por leyes especiales 

y, en manera supletoria, por las disposiciones del Código Civil de 

Puerto Rico. CFSE v. Unión Médicos, 170 DPR 443 (2007). En 

materia de interpretación de un convenio colectivo, el Tribunal 

Supremo ha expresado que se deben leer sus cláusulas como un 

todo para lograr el propósito general del mismo. JRT v. Junta Adm. 

Muelle Mun. de Ponce, 122 DPR 318, 331 (1988). Asimismo, aplica 

el principio general que prohíbe los pactos contrarios a la ley, la 

moral o el orden público. CFSE v. Unión Médicos, supra.   

En los convenios colectivos, como regla general, las partes 

establecen un sistema de quejas y agravios. En el sistema de quejas 

y agravios que las partes establecen voluntariamente, se precisa el 

contenido y alcance de las disposiciones contractuales. D. 

Fernández, op. cit., pág. 973. En el convenio colectivo, las partes 

pueden pactar que sus reclamamos se canalicen mediante un 

proceso de arbitraje. La Ley Núm. 376 de 8 de mayo de 1951 

conocida como la Ley de Arbitraje de Puerto Rico, 32 LPRA sec. 3201 

et. seq. (Ley de Arbitraje), establece que dos o más partes podrán 

incluir en un convenio por escrito a una disposición para resolver 

mediante arbitraje cualquier controversia que en el futuro surja 

entre ellos en relación al acuerdo.   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado:  

[E]l arbitraje es un medio más apropiado y deseable 

para resolver las disputas que surgen de la aplicación e 

interpretación de los convenios colectivos, que la 
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litigación en los tribunales. Es un medio más rápido y 

menos costoso que los procedimientos judiciales, y es 

menos técnico y más flexible que dichos 

procedimientos.”. Íd. pág. 127.  

El arbitraje es un procedimiento de poderes delegados, y es el 

convenio colectivo quien le da la autoridad al árbitro para que evalúe 

y resuelva las controversias que allí se especifican. A. Acevedo 

Colom, Legislación protectora del trabajo comentada, 8va ed. Rev., 

Puerto Rico, Ed. Ramallo Printing Bros., 2005, pág. 393. Los laudos 

arbitrales emitidos gozan ante los tribunales de justicia de una 

especial deferencia. Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 149 

DPR 347, 352 (1999); Pagán v. Fund. Hosp. Dr. Pila, 114 DPR 224, 

232 (1983).  

Esta doctrina de auto-limitación judicial reconocida en 

nuestra jurisdicción no es absoluta. En aquellos casos en los cuales 

el convenio colectivo disponga que el laudo debe ser conforme a 

derecho, cualquier parte afectada puede impugnarlo en el foro 

judicial, teniendo los tribunales la facultad para revisar su 

corrección y validez jurídica. A. Acevedo Colom, op. cit., pág. 395; 

U.G.T. v. Corp. Difusión Púb., 168 DPR 674, 682-683 (2006); U.I.L. 

de Ponce v. Dest. Serrallés, Inc., 116 DPR 348, 352-353 (1985); 

Ceferino Pérez v. Autoridad de Fuentes Fluviales, supra, pág. 130.  

Cuando el procedimiento de arbitraje es conforme a derecho, 

significa que el árbitro no puede pasar por inadvertidas las normas 

interpretativas, en el campo laboral, de derecho sustantivo emitidas 

por el Tribunal Supremo de Estados Unidos, y el de Puerto Rico. 

J.R.T. v. Hato Rey Psychiatric Hospital, 119 DPR 62, 68 (1987). De 

igual modo, las decisiones de los tribunales de primera instancia, de 

las agencias administrativas y los laudos arbitrales se reputarán 

persuasivas. Íd. No obstante, el Tribunal no debe inclinarse 

fácilmente a decretar la nulidad del laudo, a menos que 

efectivamente el mismo sea contrario a derecho. Rivera v. 
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Samaritano & Corp., 108 DPR 604, 609 (1979). Una discrepancia de 

criterio con el laudo no justifica la intervención judicial, pues 

destruye los propósitos fundamentales del arbitraje que es resolver 

las controversias rápidamente, sin los costos y demoras del proceso 

judicial. U.C.P.R. v. Triangle Engineering Corp., 136 DPR 133, 143 

esc. 7 (1994).    

Ahora bien, conforme la Ley de Arbitraje, supra, el tribunal 

podría revocar un laudo de arbitraje cuando: (1) se obtuvo mediante 

corrupción, fraude u otro medio indebido; (2) hubo parcialidad o 

corrupción evidente de los árbitros o de cualquiera de ellos; (3) los 

árbitros actuaron erróneamente al tratar de posponer la vista luego 

de causa justificada para ello, o al rehusar oír evidencia pertinente 

y material a la controversia, o cuando incurriesen en cualquier error 

que perjudique los derechos de cualesquiera de las partes; (4) 

cuando los árbitros se extiendan en sus funciones o el laudo emitido 

no resuelva de forma final y definitiva la controversia sometida; o (5) 

no hubo sumisión o convenio de arbitraje válido y el procedimiento 

se inició sin la intención de arbitrar. Artículo 22 de la Ley de 

Arbitraje, ya citado. Constructora Estelar v. Auto. Edif. Púb., 183 DPR 

1, 34-35 (2011).   

Además, la Ley de Arbitraje, supra, contempla situaciones en 

las que procede la modificación o corrección del laudo cuando: (1) 

hubo evidente error en el cálculo en cuanto a unas cifras, error en 

la descripción de la persona, cosa o propiedad; (2) los árbitros hayan 

resuelto sobre materia que no le fuera sometida; (3) el laudo sea 

imperfecto en materia de forma, sin afectar los méritos de la 

controversia. Artículo 23 de la Ley de Arbitraje, ya citado. 

Constructora Estelar v. Auto. Edif. Púb., supra, pág. 35.   

La parte que solicita la revocación o anulación de un laudo 

debe exponer las razones de su pedido y aducir la prueba necesaria 

para sostener su petición. No se puede perder de vista la gran 
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deferencia de la que gozan en nuestro ordenamiento los laudos de 

arbitraje, y la realidad de que sólo bajo circunstancias muy 

específicas se permite a los tribunales intervenir con las decisiones 

de los árbitros. En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que las revisiones judiciales de los laudos de arbitraje, 

resueltos conforme a Derecho, son procesos análogos a las 

revisiones de decisiones administrativas. Constructora Estelar v. Aut. 

Edif. Púb., supra, págs. 26 y 33.  

C. El Convenio suscrito con la Unión de Tronquistas de 

Puerto Rico, Local 901 

El Artículo 10 del Convenio establece: 

La Compañía podrá disciplinar o despedir a cualquier 

empleado por justa causa. Sin embargo, la Compañía 

no podrá despedir un empleado sin previa disciplina 

progresiva de la violación disciplinaria, a menos que la 

causa para tal despido sea una apropiación ilegal de 

bienes de o bajo la custodia de la Compañía, venta, uso 

o posesión ilegal de drogas o alcohol; acometimiento y 

agresión contra compañeros de trabajo o supervisores, 

negligencia en el manejo de equipo de la Compañía, 

solicitar retribución o propinas por servicios, o si 

estuviera involucrado en cualquiera de los siguientes 

casos: reportarse a su trabajo bajo la influencia del 

alcohol o drogas ilegales según lo compruebe un 

examen médico; ingerir bebidas alcohólicas durante 

horas laborables incluyendo el periodo de toma de 

alimentos; o iniciar ataques o agresiones contra 

compañeros empleados, clientes, miembros del público 

en general, supervisores o guardias de seguridad, o 

participar en actuaciones que no sean para defenderse 

de ataques físicos; robo, hurto o falsificación de 

documentos de la Compañía o de clientes; incurrir en 

insubordinación ; manejar temeraria o  negligentemente 

equipo de la Compañía que resulte en un accidente 

serio; dañar maliciosamente propiedad de clientes, 

propiedad de la Compañía, o propiedad bajo la custodia 

de la Compañía; no reportar prontamente u ocultar un 

accidente de automóvil; llevar pasajeros no autorizados; 

permitir a personas no autorizadas en el vehículo de la 

Compañía y no reportar la suspensión o revocación del 

privilegio de operación o licencia de conducir de un 

chofer. 

 

La disciplina progresiva antes mencionada será la 

siguiente: 
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Primer Paso - Amonestación escrita. 

Segundo Paso - Suspensión de dos (2) días. 

Tercer Paso - Suspensión de cinco días. 

Cuarto Paso -Despido. 

Este procedimiento aplicará a accidentes previsibles. 

III.  

En el presente caso, debemos resolver si el tribunal primario 

actuó correctamente al declarar No Ha Lugar la solicitud de revisión 

de laudo presentada por Allied.  

Los primeros cuatro señalamientos de errores se relacionan 

entre sí, por lo que procederemos con su discusión en conjunto. En 

primer lugar, es necesario apuntar que la evidencia de Allied 

consistió en: (1) el testimonio del señor Sierra; (2) la misiva que 

detallaba las tareas del señor Galarza el día de los hechos en 

controversia; (3) la carta dirigida al señor Galarza anunciándole que 

harían una investigación sobre lo sucedido; (4) la carta de despido; 

y (5) el Convenio. Ello, para derrotar la presunción de que el despido 

fue injustificado. A pesar de haber mencionado en múltiples 

ocasiones el resultado de la investigación de lo sucedido el 20 de 

octubre, el informe de la referida investigación no fue parte de la 

evidencia presentada por Allied. Respecto a ello, la Compañía se 

limitó a presentar el testimonio del señor Sierra, mediante el cual 

aseguró que quedó evidenciada la negligencia del señor Galarza en 

el manejo del equipo y/o que el daño fue creado maliciosamente. Sin 

embargo, como correctamente señaló la Unión, la controversia se 

circunscribe a un asunto de credibilidad.  

Por una parte, el señor Sierra alegó que podía ser inferido que 

el señor Galarza haya actuado con malicia e intención porque estaba 

molesto por haber sido trasladado al vertedero de Ponce. No 

obstante, el señor Galarza testificó que ese día estaba trabajando 
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“contento”.30 De igual forma, la Compañía sostuvo que la misiva 

especificando las tareas que el señor Galarza debía llevar a cabo ese 

día le fueron entregadas porque tenían inconvenientes para que el 

señor Galarza siguiera instrucciones. Sin embargo, durante su 

testimonio, el señor Galarza aseguró que dicha gestión -entregarle 

por escrito a los empleados sus tareas- se hacía con todos los 

empleados que llevaban algún tiempo sin trabajar en ese vertedero. 

El señor Galarza explicó que hacía dos meses estaba trabajando en 

el vertedero de Salinas.31 Mediante ambos testimonios quedó 

manifiesto que el señor Galarza estaba haciendo el trabajo que se le 

asignó, en el lugar que le fue asignado, con el equipo que le fue 

provisto. De igual forma, los testigos expresaron que el equipo que 

el señor Galarza estaba manejando, se utiliza precisamente para la 

labor que estaba realizando.  

De nuestro análisis del recurso no hemos identificado un 

testigo que de forma clara describa la negligencia o malicia por parte 

del señor Galarza en el manejo del equipo que le fue asignado o que 

haya presenciado el accidente. En su recurso, la peticionaria no hizo 

alegaciones de corrupción, fraude o parcialidad por parte del árbitro. 

Tampoco hay cuestionamientos al proceso mediante el cual se llevó 

a cabo la vista, ni de falta de un laudo que resuelva la controversia 

en su totalidad. Por tanto, Allied no nos ha colocado en posición de 

sustituir la determinación del árbitro por la nuestra, como tampoco 

para intervenir en el dictamen del foro primario.  Según el laudo y 

la Sentencia recurrida, la apreciación y adjudicación de credibilidad 

de la prueba favoreció al señor Galarza y no encontramos existencia 

de pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto en ello. Por tanto, 

Allied no nos ha puesto en posición para variar el dictamen 

impugnado.   

                                                 
30 Íd., págs. 38-39. 
31 Íd., pág.47. 
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En su último señalamiento de error, la peticionaria arguyó 

que el árbitro incidió al ordenar el pago de los haberes dejados de 

percibir, sin que presentara evidencia de los ingresos dejados de 

devengar. Para atender su argumento, precisa evaluar la sección 

11.05 del Convenio, que dispone: 

El árbitro no podrá enmendar o modificar el presente 

Convenio Colectivo y su laudo será de acuerdo a 

derecho. En caso de que el árbitro determine que el 

despido del empleado estuvo injustificado, el árbitro 

proveerá el remedio que estime adecuado, 

incluyendo su reposición sin paga o con paga total o 

parcial. (Énfasis provisto.) 

Según surge del derecho discutido anteriormente, una vez las 

partes prestan su consentimiento para pactar los convenios 

colectivos, estos se convierten en la ley entre las partes y son 

contratos que disponen cómo se resolverán las controversias que 

puedan surgir en el futuro. Además, surge de la sección 11.05 del 

Convenio que un árbitro tendría la autoridad para evaluar y resolver 

controversias como la que hoy nos ocupa. Como parte del convenio, 

Allied y la Unión, estipularon que el árbitro sería quien proveería el 

remedio que estimara más adecuado. La cláusula es clara y el 

remedio concedido por el Árbitro estableciendo la paga retroactiva 

de los salarios dejados de percibir y la reinstalación en el empleo, 

resulta razonable. Ante ello, concluimos que el TPI actuó 

correctamente al brindarle deferencia al laudo de arbitraje.  

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


